En la ciudad de Corrientes, a los trece días del mes de junio del año dos mil trece, estando reunidos en el Salón de Acuerdos de la Cámara de Apelaciones en lo Civil y Comercial, las Sras. Jueces de Cámara Dras. Delicia María Beatriz Puyol y María José Nicolini de Franco, con la Presidencia de la Dra. María Eugenia Sierra de Desimoni, asistidos del Secretario autorizante, tomaron en consideración los autos caratulados: "A. d. V. A. I. C/ CEMENTERIO PARQUE DEL RECUERDO Y/O PARQUE AZUL S.A. Y/O QUIEN RESULTE RESPONSABLE S/ DAÑOS Y PERJUICIOS", Expte. Nº EXP-24188/8, venido en grado de apelación de la sentencia de fs. 222/224 y vta. dictada por el Sr. Juez en lo Civil y Comercial Nº 12, Dr. Pablo Martin Teler Reyes. 

Que conforme a las constancias de autos, corresponde que emitan voto en primero y segundo término, las Sras. Juezas de Cámara Dras. Delicia María Beatriz Puyol y María José Nicolini de Franco, respectivamente.- La Sra. Juez de Cámara Dra. Delicia María Beatriz Puyol hizo la siguiente 

R E L A C I O N D E C A U S A 

Me remito a las constancias de autos por encontrarlas ajustadas a derecho y a fin de no incurrir en repeticiones innecesarias. 

En su sentencia N° 56 de fecha 09/04/12 obrante a fs. 222/224 y vta. el Sr. Juez "aquo" falla en este juicio haciendo lugar a la demanda, con costas.- A fs. 228/229 la parte demandada interpone recurso de apelación contra dicha sentencia. 

Corrido el traslado de ley a fs. 232, es evacuado a fs. 233 y vta. por la parte actora. Concediéndose el recurso mediante auto N° 16658 de fs. 234, libremente y con efecto suspensivo. 

Llegados los autos a esta Sala, a fs. 240 se llama Autos para Sentencia. Se constituye la Sala con sus Vocales y consentido el llamamiento de autos y la forma en que queda integrada la misma, quedan estos autos en estado de dictar sentencia.- La Sra.Juez de Cámara Dra. María José Nicolini de Franco presta conformidad con la precedente relación de causa.- Seguidamente, la Cámara plantea las siguientes 

C U E S T I O N E S : 

PRIMERA: Es nula la sentencia recurrida? SEGUNDA: En caso negativo, la sentencia apelada debe ser confirmada, modificada o revocada? A LA PRIMERA CUESTION LA SRA. JUEZ DE CAMARA DRA. DELICIA MARIA B. PUYOL DIJO: 

La Nulidad: El recurso de nulidad no ha sido deducido por el recurrente ni ha sido fundado en forma autónoma siendo conteste la doctrina y jurisprudencia nacional y provincial en sostener que: "si bien el recurso de nulidad se encuentra subsumido en el de apelación, ello no releva al recurrente de la carga de satisfacer los presupuestos de admisibilidad que consagra el art. 172 del ordenamiento procesal, vale decir, la invocación concreta del perjuicio sufrido y del interés que se pretende satisfacer" (CNFed. Civ y Com Sala III, DJ T 1997-2, pág.412; SJ 1363; Cám.Lab y Paz Letrada Corrientes, La Ley Litoral Juris, febrero 2000, pág.59), por lo que la falta de planteo concreto implica el abandono del recurso expresa o implícitamente interpuesto (Louftayf Ranea, El Recurso Ordinario de Apelación, t II p.410; De Santo, Tratado de los Recursos, Recursos Ordinarios, T I pág.460; Bs.As. 1999). Por otra parte, no se advierte la existencia de defectos de sentencia que ameriten un pronunciamiento de oficio, por lo que no cabe su consideración. 

A LA MISMA CUESTION LA SRA. JUEZ DE CAMARA DRA MARIA JOSE NICOLINI DE FRANCO DIJO: Que por compartir los fundamentos y conclusión a que arriba la vocal preopinante, adhiero y me expido en igual sentido. 

A LA SEGUNDA CUESTION LA SRA. JUEZ DE CAMARA DRA. DELICIA MARIA B. PUYOL DIJO: 

La Apelación: 

I.- Antecedentes: 

La litis: a fs. 2/3 se presenta la actora y promueve demanda por daño moral en la suma de $10.000 (pesos diez mil), en concepto de capital, con más intereses, gastos y costas.Denuncia la misma, que en función del fallecimiento de la Sra. Olga Arias, hermana de la accionante, se dirigió con el cortejo fúnebre hacia el cementerio en donde la actora pagaba una parcela, no adeudando al día del acontecimiento monto alguno. Al llegar, le comunican los empleados del cementerio, que no se encontraba preparado servicio de sepelio alguno, por lo que la actora y allegados de la difunta debieron esperar una hora cuarenta y cinco minutos (1 h. 45 min.) hasta que el servicio estuvo en condiciones. 

A su turno obra contestación por la parte demandada, fs. 37/39, manifestando que los preparativos para la inhumación de la Sra. Arias se cumplieron de acuerdo a lo contratado, y como cortesía no le fueron facturados los gastos de inhumación. Así quedo trabada la litis. 

Sentencia: El a quo acoge el reclamo, condenando a la demandada al pago de $10.000 (pesos diez mil) en concepto de daño moral, adicionando un interés equivalente a la tasa activa del B.N.R.A., desde la fecha del hecho dañoso y hasta su efectivo pago. 

Agravios: contra dicho pronunciamiento se alza la demandada esgrimiendo en memorial de agravios, fs. 228/229, que perjudica a su parte dicho pronunciamiento, en virtud de la falta de un requisito esencial para que se tipifique un reclamo de daño moral, cual es el carácter de heredero forzoso de la causante Sra. Olga Arias. Como respaldo de ello, cita el Art. 1078 del código civil, que expresa que la indemnización de daño moral, solo competerá al damnificado directo, correspondiendo la acción únicamente a los herederos forzosos.Hecho no acreditado en el caso en autos. 

Considera, que tampoco el daño moral es viable, ya que en el mismo se solicita la satisfacción de un resarcimiento extracontractual, tomándose como premisa la realización de un acto ilícito; ilícito que a su juicio jamás existió ya que el servicio se cumplió, por lo que el reclamo deviene en abstracto y hasta importaría un enriquecimiento indebido. 

II- Que luego de un análisis minucioso de las constancias obrantes en autos, adelanto que voy a confirmar el decisorio recurrido, por las siguientes consideraciones: 

Parafraseando que ya desde lo antiguo, la doctrina nacional tiene reconocida esta mengua y que jurisdiccionalmente se la considera de significación y que debe apreciarse con prudencia y discrecionalidad, está conceptuado que "El daño de afección o perjuicio en las afecciones legítimas, es la pena, la tristeza, el disgusto, el enfado por el mal padecido por un ser querido, por su muerte, sus lesiones, su decadencia física o psíquica, etc". (Conf. Mosset Iturraspe. 

Responsabilidad por daños. T. IV. Ediar Bs. As. 1985, pág. 104.) En principio, advierto que la demandada incurre en una confusión al tipificar el daño moral en cuestión. Ella considera que debía de haberse acreditado la condición de heredero forzoso, para así poder aplicarse el art 1078 entendiendo con ello, que la actora lo que intenta en esta demanda es subrogarse en el daño moral de la fallecida, cuando en este caso particular, la actora acude a los estrados judiciales reclamando un daño moral directo, en base a un perjuicio cuyo reclamo se entabla por derecho propio, lesión que ella misma sufrió a consecuencia del hecho desafortunado en la inhumación de su hermana. Por lo que la misma se encuentra debidamente legitimada para entablar la demanda en cuestión.Dicho esto, vuelvo la atención a los considerandos III); IV); V) y VI) del juez de primera instancia en la sentencia recurrida, referente a lo necesario para la configuración del hecho dañoso y al análisis de la prueba aportada. Criterios que comparto y a los que me remito por cuestiones de brevedad. 

Acorde a ello, coincidiendo en la valoración del daño, también concuerdo con el juez a quo en relación a la cuantificación que imprimió al mismo, habiéndose dado razón suficiente para arribar a una suma que considero justa y que no debe ser modificada como pretende el recurrente. 

Como bien enseña el maestro Trigo Represas, la valoración del daño y la cuantificación de la indemnización son dos operaciones distintas, aunque fuertemente relacionadas entre si. 

Valorar el daño consiste en determinar su entidad cualitativa, o, como bien se ha dicho "esclarecer un contenido intrínseco o composición material, y las posible oscilaciones de agravación o de disminución, pasadas o futuras" (1301); lo cual en el caso del daño moral supone indagar sobre la índole del interés espiritual lesionado y sobre las proyecciones disvaliosas en la subjetividad del damnificado que derivan de dicha minoración. Y recién después de que el daño ha sido valorado, puede precederse a ponderar su repercusión en el plano de lo económico, para lo cual se deberá proceder a determinar la medida patrimonial del desmedro sufrido por el damnificado y a cuantificarse la correspondiente indemnización, vale decir, cuanto deberá pagarse para alcanzar una justa y equilibrada reparación de detrimento. 

Para ello, la CSN ha venido sosteniendo que si bien las normas aplicables para la determinación del resarcimiento, confieren a la prudencia de los magistrados un significativo cometido, no los autoriza a prescindir de uno de los requisitos de validez de los actos judiciales, cual es la fundamentación bastante y ajustada a lo reclamado en juicio.Dicha faena impone al tribunal el deber de examinar las pretensiones deducidas prudentemente, y verificar si se han producido los perjuicios que se reclaman, evitando cuidadosamente de no otorgar reparaciones que puedan derivar en soluciones manifiestamente irrazonables. 

Ahora bien, es sabido que para cuantificar el daño no cabe la aplicación de pautas matemáticas sino que es preciso valorar las circunstancias de la causa; pues la extensión de la reparación depende de las características de las partes; factores éstos que deben juzgarse a la luz del prudente arbitrio de los jueces y debe hacerse ponderando la entidad, alcances y repercusión de la lesión o agravio en todas las esferas de la persona, comprensivo no solo del dolor, sino también de las aflicciones, angustias, preocupaciones y pesares, a los que el dinero puede compensar en cierta medida como medio de "obtener contentamientos, goc es y distracciones para restablecer el equilibrio de los bienes extrapatrimoniales" (Helena Highton, voto en fallo de la C.N.Civ., Sala F. 127372004.) Que habiendo establecido el juez de grado que en materia de agravio moral, la fijación del monto indemnizatorio se halla librado al prudente arbitrio de los jueces, quienes cuentan con amplias facultades par computar todas las particularidades de cada caso, entiendo que dentro de éstas no puede dejar de calificarse a la conducta de la demandada, que ha sido culposa. 

Pongo de resalto la diligencia del proceder de la emplazada, ya que no obstante su inmediata reacción a la queja de la actora ante la demora de los preparativos fúnebres, puso prontamente en funcionamiento su servicio, pero discurro que esa acción no fue suficiente para dejar satisfecho el cumplimiento de ese contrato entre las partes. 

Merituando los hechos probados en autos, encuentro demostrado que se produjo un daño en la sensibilidad afectiva de la actora en relación a las circunstancias especiales de un deceso en su entorno familiar. En primer lugar pongo de resalto, que conforme surge de su identificación en la documental que adjunta (pertenece a la clase 1931, fs.08, 09 y 12) se trata de una señora mayor, por lo que presumo que el impacto del servicio demorado debió ser fuerte., y aunque la prestación del sepelio se cumplió finalmente, ya que se ha dicho y no está controvertido que la demandada procedió inmediatamente a los preparativos del sepelio, no oponiendo resistencia alguna ante la justa queja, pero estimo que ello no repara la lesión moral que sufrió esta mujer de avanzada edad. 

En segundo término, tampoco la cortesía de no facturar los gastos de inhumación por aquel atraso, -hecho que ambas partes reconocen y que se tiene por esta Alzada, como debidamente probado- es una enmienda bastante para la afección recaída en la demandante. 

Así las cosas, y sin ánimo de exagerar las evidentes afecciones de la demandante en la traumática despedida a su hermana fallecida, tengo para mí que el ilícito consistió en la demora en el cumplimiento, lo que a las resultas se traduce en un incumplimiento liso y llano y es la plataforma del resarcimiento Considero en esta inteligencia, que el monto reclamado y concedido en la condena está proporcionado con los padecimientos de la actora. 

Es mi criterio, teniendo en cuenta las condiciones personales de la Sra. A. d. V., la entidad del daño afectivo y la suma adjudicada, que el monto debe ser confirmado para lograr el equilibrio que sustente el sentido de lo ecuánime y una reparación económica equitativa que complete la finalidad resarcitoria de la indemnización que se pretende en autos. 

"El argumento equitativo propone la atribución al precepto que entre todas las alternativas posibles y culturalmente aceptable consagre lo justo concreto. Una medida humana, no inocua y razonable de la justicia. Es el argumento por el cual entre varias interpretaciones jurídicas, el juez opta por aquella en que se encuentra en su mayor consonancia con su sentir y el de la sociedad, a cerca de lo que es una solución correcta para el caso concreto. El argumento aspira a establecer equilibrios entre intereses y valores contrapuestos.Tales equilibrios dependen de circunstancias históricas y sociales concretas y la argumentación equitativa suministra razones para la adaptación de la ley general a las circunstancias del caso concreto. 

Opera para ello tanto en la evaluación del derecho como la prueba de los hechos". 

(Conf. Enrique Zuleta Puceiro. Intepretación de la ley. Pag. 61/62. Editorial La ley. Bs. As. 

2003). 

De tal modo que estimo adecuado a derecho, confirmar la recurrida en cuanto fue materia de agravio, por las consecuencias dañosas de los hechos producidos. 

III.- Por lo previamente expuesto es que, propicio se rechace el recurso de apelación deducido por la demandada a fs. 228/229 contra la sentencia Nº 56, de fecha 09 de abril de 2012, imponiéndose las costas a la recurrente perdidosa conforme el principio objetivo de la derrota, art, 68, ss. y ccdtes, del CPC y C. 

A LA MISMA CUESTION LA SRA. JUEZ DE CAMARA DRA MARIA JOSE NICOLINI DE FRANCO DIJO: 

I. Debo emitir segundo voto frente al recurso de apelación incoado por la demandada a fs. 228/229 quien dirige su embate contra la sentencia N° 56 dictada por el Dr. Pablo Martín Reyes Teler a fs. 222/224 vta., para lo cual la Presidencia llamó Autos a fs. 234. 

II. Desde ya que me sumaré a la solución propiciada por quien me precede en voto respecto del Recurso de Nulidad, pues no observo tampoco puntualiza la recurrente la existencia de vicio alguno que despeñe a la sentencia como pronunciamiento válido según el test legal y constitucional; más aún cuando pueden ser atendidas en el marco de la apelación. 

Discreparé sin embargo en lo que atañe al recurso de apelación, pues a mi juicio y por los fundamentos que señalaré, corresponde acoger parcialmente el recurso, disidencia ésta que deberá ser zanjada por la Sra. Presidente del Cuerpo para conformar la mayoría legal. 

III.Formalizada esa consideración previa, de los antecedentes de autos resulta que la sentencia objeto de recurso admite la demanda de daño moral condenando a la demandada a pagar a la actora la suma de Pesos Diez mil ($ 10.000) en concepto de reparación de daño moral, con más los intereses equivalente a la tasa activa del Banco de la Nación de la República Argentina desde la fecha del hecho dañoso y hasta su efectivo pago. 

IV. Las descalificaciones apuntan a modificar la recurrida por interpretar que la actora no es una heredera forzosa por lo que mal pudo interponer la acción de indemnización del daño moral en los términos del Art. 1078 del CC. Asimismo, por la circunstancia que no se planteara como defensa no significa que no fuera introducido como tema de litis cuando surge de los escritos de contestación de demanda como de los alegatos y aún en el peor de los casos, agrega, nada impedía que tratara el sentenciante haciendo uso de la facultad que le otorga el aforismo iura novit curia. Finaliza su argumentación señalando desde la órbita de los derechos del consumidor que tampoco la demanda merece atendibilidad habida cuenta que el servicio se cumplió. Pide consecuentemente, se revoque la recurrida con costas. 

V. Antes de avanzar, creo conveniente reseñar algunas consideraciones sobre el daño moral como de la directriz que emerge del Art. 1078 del CC sobre la legitimación y luego sobre la carga de la prueba para finalmente bajar al caso particular a fin de demostrar la razón de la disidencia en punto a admitir parcialmente la queja en cuanto considera viable la indemnización pretendida pero no en la extensión acordada. 

VI. Pues bien, puesta en tarea tengo presente que el Art.1078 del CC texto según ley 17.711 prescribe la obligación de resarcir el daño causado por los actos ilícitos que comprende, además de la indemnización de pérdidas e intereses, la reparación del agravio moral ocasionado a la víctima, como asimismo que la acción por indemnización del daño moral sólo competerá al damnificado directo y si del hecho hubiera resultado la muerte de la víctima, únicamente tendrán acción los herederos forzosos. 

Esto significa que una relectura del Código Civil nos posibilita incorporar como género el "daño a la persona" y como especie el daño moral, junto con las otras especies: el daño a la intimidad, el estético, el daño al proyecto de vida, a la vida de relación, etcétera. 

De ello se sigue que el daño moral -denominación poco feliz, pues se trata, como nos adoctrinan Mosett Iturraspe-Piedecasas, un "daño jurídico" y no moral- asimilado al "dañodolor", tristeza, melancolía-, es, en síntesis, "una aminoración en la subjetividad de la persona, derivada de la lesión aun interés espiritual" (Pizarro); una "alteración disvaliosa del espíritu" Provincia de Corrientes Poder Judicial Dr. LISANDRO BARRIOS MARASCO Pro Secretario SALA II Cám. Apel. Civil y Comercial Corrientes (Zavala de González), de lo que surge como efecto feliz de esta distinción, que el mismo se posibilita al "daño a la persona", con excepción del daño moral -artículo 1078, última parte-, el reclamo por los damnificados indirectos (CPCC comentado, Rubinzal-Culzoni, Pág. 111). 

Una primera bajada al caso nos está diciendo que la actora, Ángela A. d.V., hermana de la causante, tiene expedita la acción pues sufrió un daño extrapatrimonial, que conforme las particulares vicisitudes acaecidas amerita se cuantifique mirando a la víctima del daño moral injusto, a quien lo sufre. 

Ahora bien, va de suyo que si este daño se produce en vida de la víctima, el titular, legitimado activo, es la víctima. En este aspecto, la norma es clarísima pero tampoco desconozco la tendencia doctrinaria y jurisprudencia de estos tiempos en que se extiende a otorgarla a otros convivientes, tales como padres, hijos, compañeros, amigos, por cuanto en muchos casos, sufrirán ellos tanto o más que la propia víctima directa. 

Para el caso de muerte de la víctima los legitimados iure proprio son los herederos forzosos donde aquí también la labor de la doctrina autoral y jurisprudencial ha extendido el concepto de herederos forzosos en sentido amplio, a modo que alcance a todos aquellos que son legitimarios con vocación eventual, aunque de ello pudieran quedar desplazados de la sucesión por la concurrencia de otros herederos de grado preferente y tenga o no bienes a heredar. 

En esa orientación, se ha reconocido legitimación a los abuelos, concubina (SCBA, 15- 12-98, DJBA 156-891; CCC. de Chubut, 13-3-95, D.J., 1995-1-1194), hermanos, entre otros. 

Respecto del hermano, como es el caso de autos, existen fallos que han considerado que procede la indemnización del daño moral (CNac. Civ., Sala E, 12-5-94, J.A., 1995-II, 481), y también en otro precedente cuando los demandados no se opusieron expresamente (JCiv., de San Francisco, 7-10-93, LLC 1994-539); sin embargo los pronunciamientos negativos lo rechazan aludi endo que no reviste el hermano carácter de heredero forzoso (ST Jujuy, 13-11- 2000, LL, NOA 2001-610; CNAT, Sala I, 18-4-95, D.T.). 

VII.En efecto, en el sub examen, trátase de una demanda por daño moral ante las molestias ocasionadas por el no cumplimiento de la inhumación en tiempo y forma de los restos de quien en vida fuera su hermana en el Cementerio Parque del Recuerdo. En otros términos, no está en discusión si la legitimación es "iure sucessionis" sino contrariamente es "iure propio" pues la Sra. Ángela A. d. V. fue quien lo padeció, por lo que, cae toda consideración sobre si fue planteado como defensa y en su caso si había que tratarlo como de previo y especial pronunciamiento o en la sentencia, pues resulta de constatación objetiva que la accionada lo planteó al tiempo de contestar la demanda y lo reforzó en el alegato como que pudo también probar los derechos de su parte. Tanto es así, que el judex lo trató y al ser motivo de apelación debe abordarse en esta Alzada garantizándose de este modo la defensa en juicio en ambas instancias. 

VIII. Despejada la legitimación corresponde meritar si el sentenciante obró bien cuando interpretó que hubo un hecho ilícito y como tal debía ser reparado; en menos palabras, si se dieron los elementos caracterizantes: antijuricidad, daño, relación de causalidad y atribución de responsabilidad. Asimismo al ser tema de prueba, la carga obviamente debía recaer en cabeza del actor pero ponderando conjuntamente con la atraída por la contraria por el principio de adquisición. 

IX. En esa tarea parto del presupuesto que el juez civil no puede dejar de fallar, so pretexto de silencio, oscuridad o insuficiencia de las leyes (arg. Art. 15 CC) y si bien es cierto que en el sub examen en rigor de verdad la prueba colectada no es profusa o de tal entidad en cuanto al número, eso no significa que por poca no pueda ser sopesada e interpretada conforme al sistema previsto en el Art. 16 del código fondal. Confrontado entonces con los fundamentos dados por el judicante encuentro que fue bien valorada.Me acerca esa convicción ni bien repaso las pruebas producidas y encuentro que tuvo especialmente en cuenta, entre otras, el Acta de Constatación Notarial. No comparto con la tesis sustentada por el recurrente cuando pretende minimizarla porque fue unilateral; esa sola circunstancia a mi juicio no le resta valor convictivo pleno pues fue practicada por Escribano Público de Registro (vide fs. 12/13) y al ser un instrumento público goza de plena fe y autenticidad en los términos de los Arts. 979 y 993 del CC, más aún cuando no fue destruida vía redargución de falsedad. A ello se suma el testimonio del personal de la empresa cuando señalara que no había registro y siquiera llamada para que se realizara la inhumación en ese para que al llegar el cortejo pudiera estar cavado el foso y realizarse la inhumación, circunstancia que también se desprende de los testimonios de Cisneros y Ramírez de fs. 87/88. 

Esto da cuenta entonces, que el ilícito está acreditado y que amerita la reparación como lo juzgó el "a quo". 

X.Determinada así la responsabilidad, queda por analizar la cuantificación del daño moral sufrido por la actora atento a las circunstancias concretas del caso, teniendo en cuenta que ha sido materia expresamente controvertida en los escritos de demanda y contestación la existencia y entidad de daño moral cuya indemnización demanda la actora. 

Concretamente, discrepo en la cuantificación en la suma de $ 10.000 por resultar excesiva y desmesurada por lo que propiciaré una reducción. 

En esa tarea, comparto con la primer votante en cuanto no hay una operación matemática entre el daño material y moral, más aún en el singular caso donde solamente se reclamó este último, por lo que debe estarse a la labor prudente del juez atendiendo a las circunstancias de tiempo lugar y espacio sino también, obrando en el marco de la sana crítica. 

En lo que no coincido es que si estima que a pesar de ello la demandada "procedió inmediatamente a los preparativos del sepelio, no oponiendo resistencia alguna ante la justa queja...", como que la cortesía de no facturar los gastos de inhumación por aquél retraso - Provincia de Corrientes Poder Judicial Dr. LISANDRO BARRIOS MARASCO Pro Secretario SALA II Cám. Apel. Civil y Comercial Corrientes hecho que ambas partes reconocen y que se tiene probado por esta alzada-, "es una enmienda bastante para la afección recaída en la demandante", entiendo que ese particular fundamento daría para un rechazo y no para una confirmación de la sentencia como propicia la Sra. Juez votante en primer orden. 

XI.A tal efecto habré de partir de la premisa según la cual está acreditado en autos la prueba del incumplimiento por parte de la accionada en ofrecer los servicios pactados para la inhumación de los restos de quien en vida fuera la hermana de la accionante, para lo cual se deberán apreciar las circunstancias del hecho y las cualidades morales de la víctima para establecer objetiva y presuntivamente el agravio moral en la orbita de la intimidad. 

Por cierto que el agravio moral no debe ser objeto de prueba directa, "pues ello resulta absolutamente imposible por la índole del mismo que reside en lo mas íntimo de la personalidad, aunque se manifieste a veces por signos exteriores que pueden no ser su auténtica expresión" ("Equitativa evaluación del daño no mensurable", La ley, 1990-A-1665, en igual sentido, Zavala de González, Resarcimiento de daños. El proceso de daños", tomo 2, Pág. 571 y tomo 3. Pág.197; Bueres-Highton, "Cód. Civil comentado". Tomo 3, Pág. 182). 

Como bien se dice, el daño moral afecta la capacidad de querer o sentir, que se traduce en un modo de estar de la persona diferente de aquél en que se encontraba antes del hecho que lo generó, alteración que puede consistir en profundas preocupaciones o estados de irritación que afectan el equilibrio anímico de la persona (cfr. Zavala de González, Matilde "Resarcimiento de daños", ed. Hammurabi, Buenos Aires, 1993, tomo 2-a, Pág. 49). En el caso concreto de autos, tanto la existencia como la entidad de esa afección quedaron probadas con la combinación de pruebas, teniendo en cuenta lo que acontece en el curso ordinario de las cosas y considerando el contexto en el que se produjo el incumplimiento contractual (Arts. 163 Inc.5 y 386 CPCC). 

Por lo tanto se permite inferir por vía inductiva el daño moral que padeció ya por la pérdida de la vida de su hermana, con el grado vulnerable y sensible en que se encontraba lo que se vio agudizado -el hecho dañoso- ante la singular situación de encontrarse con que no se le podía inhumar por circunstancias ajenas a su parte que hizo que la situación se volviera angustiante, conforme lo que sucede de acuerdo al curso normal y ordinario de las cosas, configurando así una presunción hominis. 

Siendo así, resultaba responsable la empresa demandada de desvirtuar tal presunción, acreditando hechos que demuestren que el daño moral es menor al ordinario o que no existió. 

Y es aquí donde cobra relevancia la cuestión referida a que la misma fue aparentemente superada en un tiempo razonable -menos de una hora-, introducida en la alzada por vía de agravio. 

Prueba de ello es que efectivamente -y esto no está en discusión- que finalmente se procedió a inhumar los restos conforme el servicio regular de la empresa Parque Azul S.A. 

En este particular agravio estimo que asiste razón al impugnante pues efectivamente la cifra fijada en la sentencia recurrida, esto es $ 10.000 se aparece a todas luces desmedida, porque el dolor fue infimo atento el exiguo tiempo en que se demoró para cumplir la obligación debida, que como dejé expuesto mas arriba, si bien el cementerio estaba cerrado a la hora en que arribaron los restos, finalmente a la postre se efectivizó. 

Me acerca esa convicción, pues tengo para mí que el sentenciante no expuso razones suficientes y valederas que lo llevaron a su determinación, por lo que solo cabe suponer que se limitó a admitir el monto reclamado en la demanda ($ 10.000). Cifra esta que no encuentra sustento en las constancias de autos y las particularidades del caso ya reseñadas, por lo que estimo que su admisión devendría en un enriquecimiento ilícito. 

Por lo tanto, este ítem debe prosperar reduciendo el monto de lacondena. 

XII. No desconozco las dificultades que se presentan en la determinación del monto correspondiente a este rubro, las que han dado lugar a profusa doctrina y jurisprudencia en la búsqueda de un parámetro que evite los excesos en uno u otro sentido, pues evaluar el daño moral significa medir el sufrimiento humano, para lo cual no existen cánones objetivos. Pero sin lugar a dudas hay dos factores que habrán de ser tenidos en cuenta: por un lado las peculiaridades del caso, ya reseñadas, de las que surge el daño moral padecido, por el otro, la tarifación del daño moral que emana de los precedentes de esta Sala en casos anteriores. (Jorge Peyrano, "De la tarifación judicial iuris tantum del daño moral", JA 1993-I1987; esta sala, voto de la Dra. Durand de Cassis, con adhesión de la suscripta, en Sentencia N° 5/2004). 

Ahora bien, es sabido que para cuantificar el daño no cabe la aplicación de pautas matemáticas sino que es preciso valorar las circunstancias de la causa; pues la extensión de la reparación depende de las características de las partes; factores éstos que deben juzgarse a la luz del prudente arbitrio de los jueces y debe hacerse ponderando la entidad, alcances y repercusión de la lesión o agravio en todas las esferas de la persona, comprensivo no sólo del dolor, sino también de las aflicciones, angustias, preocupaciones y pesares, a los que el dinero puede compensar en cierta medida como medio de "obtener contentamientos, goces y distracciones para restablecer el equilibrio de los bienes extrapatrimoniales" (Elena Higthon, voto en Fallo de la C.N.Civ. Sala F. 12/3/2004, "García, R.Alfredo c/Campana, Aníbal s/Daños y Perjuicios"; Iribar ne, Héctor Pedro "La cuantificación del daño moral" en Revista de Derecho de Daños Nº 6, Daño Moral p.197). 

Siendo así y juzgando el caso concreto, considero excesiva (aunque no exorbitante) la suma fijada por el a quo y reclamada en la demanda, pero que conforme los argumentos desarrollados ut supra deberá reducirse a la mitad de la cifra condenada con mas los intereses correspondientes. 

Finalmente y a modo de síntesis, señalo -como puntualmente lo expresa la recurrente a fs. 228 y vta.- que tampoco cabe atribuir responsabilidad por vía de las normas invocadas de la Provincia de Corrientes Poder Judicial Dr. LISANDRO BARRIOS MARASCO Pro Secretario SALA II Cám. Apel. Civil y Comercial Corrientes Ley de Defensa del Consumidor (Art. 41,40), habida cuenta que el servicio se cumplió si bien tardíamente a las pautas contractuales asumidas por la empresa. 

XIII. Conforme a los argumentos desarrollados propicio se haga lugar parcialmente al recurso de apelación incoado por la demandada a fs. 228/229 y en su mérito, modificar el Fallo N° 56 de fs. 222/224 y vta., estableciendo en su reemplazo que el monto de la condena asciende a la suma de Pesos Cinco Mil ($ 5.000), correspondiendo al demandado afrontar el pago, con más los intereses a la tasa activa pura, no capitalizable que cobra el Banco de la Nación Argentina para operaciones de descuento de documentos desde la fecha del evento dañoso, 14.04.08, y hasta su efectivo pago. 

XIV.- En cuando a las costas irrogadas en primera instancia, de acuerdo a la modificación que aquí se establece, dado que la demanda prospera parcialmente, corresponderá imponerlas por el orden causado. En lo que respecta a la labor cumplida en esta instancia, dado el éxito parcial del recurso, corresponderá también imponerlas por el orden causado. Dejo así expuesto mi voto. 

LA SEÑORA PRESIDENTE DE LA EXCMA. CÁMARA DE APELACIONES EN LO 

CIVIL Y COMERCIAL DRA.MARÍA EUGENIA SIERRA DE DESIMONI DICE: 

Ante la discrepancia suscitada entre las Señoras Vocales preopinantes, me inclino por el criterio sustentado por la Dra. Nicolini de Franco en cuanto propicia reducir el monto de la condena en concepto de daño moral. 

Zavala de González expresa: "En el respeto al cadáver subyace el recuerdo de lo que la persona fue y los sentimientos de quienes quedan. El pasado detrás de ese despojo es parte de la historia de los vivos, y la posibilidad de rendir culto o decir adiós, muchas veces permite elaborar mejor el duelo por la muerte. Desde una perspectiva jurídica, no se custodia propiamente el cuerpo en sí (ni sus cenizas) como alguna suerte de objeto con valor intrínseco, sino que se preserva la dignidad de los allegados de quien ya no es pero permanece de algún modo en los sujetos vinculados" ("La dignidad a propósito de los muertos" RCyS2009-XII, 3). 

El daño moral causado por el cementerio a la actora por la demora en realizar el sepelio de su hermana fallecida, surge del hecho mismo. Es un valor que todos compartimos que hay un deber de respeto hacia los difuntos. La actora lo ha mensurado en la suma de $10.000, lo que fue receptado en primera instancia. Resulta acreditado en autos que la demora en que incurriera la demandada fue breve y que el sepelio pudo llevarse a cabo en el mismo día programado, por lo cual la Dra. Nicolini de Franco propicia reducir el monto de la condena por daño moral a la suma de $5.000. 

En un reciente fallo, la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, sala M, en autos: 

"V., A. L. y otro c. Asociación de Beneficencia Hospital Sirio Libanés y otro s/ daños y perjuicios" (28/02/2013.LA LEY 26/04/2013 , 6 y LA LEY 27/05/2013 , 4), se estableció en $30.000 la indemnización, en un caso en que una mujer falleció en un hospital y su cuerpo fue retirado por una empresa de sepelios para el traslado a un cementerio. Luego del funeral, desde una comisaría les informó a los hijos de la difunta, informándoles que había ocurrido un intercambio de cadáveres. 

Comentando este fallo, Edgardo López Herrera ("El daño producido por tener que sepultar dos veces a un familiar" LA LEY 27/05/2013 y 27/05/2013, 5), presenta una detallada lista de casos jurisprudenciales en los cuales las indemnizaciones varían: En "Chalup, Jorge A. y otro c. Municipalidad Ciudad de Buenos Aires y otros", (LA LEY, 2006-E, 688) la Cámara redujo los $80.000 otorgados en primera instancia a $40.000. En este juicio, el monto estaba justificado también con una pericia psiquiátrica que daba cuenta de los padecimientos sufridos por la parte actora. En "Monti, Viviana y otros c. Young, María del R. y otro" (LLC, 2005 (marzo), 179) la cifra de daño moral fue de $6.000 a valores de octubre de 2010, para cada una de las actoras. En "Riavec, Carlos P c. Ciudad Autónoma de Buenos Aires", (LA LEY, 2000- D, 636; RCyS, 2000, 660) la condena, para dos actores fue de $12.000 a valores de febrero del año 2000, plena época de la convertibilidad. En "A. S., M. B. y otros c. Ciudad de Buenos Aires", (LLCABA, 2008 (octubre), 234) el daño moral fue fijado en $8000 para la madre del menor y $4000 para el menor. La sentencia es de julio de 2008.En el caso de la madre la condena por daño moral se fundó en que "evidentemente deben haber sumado ansiedad, desasosiego y desesperanza al cuadro preexistente de no reconocimiento y dudas acerca de la identidad del menor". La condena menos generosa fue la recaída en "Giménez, Nélida Haydee c. 

Municipalidad de Caleufú", ( LLPatagonia 2007 (diciembre), 1364) en la que al hermano del difunto desaparecido solo le concedieron $3000 a valores de febrero de 2004. El motivo de la exigüidad fue que el hermano visitaba poco la tumba de su hermano, lo cual pone en evidencia el poco interés en honrar la memoria de su hermano. En "Depaolini, Jorge R. c. Municipalidad de Buenos Aires", (LA LEY, 1998-B, 492) el daño moral fue de $15.000 a valores del año 1997. En esta causa el monto se justificó parcialmente en una pericial psicológica. En "B., M. D. y otros c. Municipalidad de Córdoba" se otorgó un daño moral de $7000 para cada uno de los tres reclamantes. En "Lujan, María Elena y otros c. Municipalidad de Córdoba", (LLC, 2012 (septiembre), 894) la condena fue de $7000 tanto para la cónyuge como para cada uno de los hijos del desaparecido. La fecha de la sentencia es de mayo de 2012. Finalmente en "Monti, Viviana y otros c. Young, María del R. y otro", la suma otorgada fue de $6000 para cada uno de tres actores, a valores de octubre de 2004. 

Como puede apreciarse la suma concedida en autos por el sentenciante de grado, es similar a la que viene concediendo, para casos de desaparición del cadáver del familiar, la jurisprudencia de diversos puntos del país, en concepto de daño moral. Por eso, en este caso en que el hecho consiste únicamente en la demora de una hora cuarenta y cinco minutos en realizar el Provincia de Corrientes Poder Judicial Dr. LISANDRO BARRIOS MARASCO Pro Secretario SALA II Cám. Apel. Civil y Comercial Corrientes sepelio, encuentro excesiva la suma de $10.000 coincidiendo con el análisis realizado por la Dra.Nicolini de Franco, en cuanto propicia reducirla a la suma de $5.000.- La doctrina ha dicho que para conceder la indemnización por daño moral y determinar la cuantía, el juzgador debe tener en cuenta las características del hecho y de la persona lesionada, su nivel cultural, su profesión, su salud, etc. (Santos Cifuentes "Código Civil Comentado y Anotado" Editorial La Ley, 2005, p.803) En orden a lo expuesto adhiero al voto de la Dra. Nicolini de Franco y me expido en idéntico sentido, con costas por su orden en ambas instancias al existir vencimientos mutuos (art. 71 del C.P.C.C.). ES MI VOTO. 

Con lo que terminó el Acuerdo, pasado y firmado ante mí, Secretario, que doy fe.- Fdo: Dra. DELICIA MARIA B. PUYOL - Dra. MARIA JOSE NICOLINI DE FRANCO. 

Ante mí. Dr. LISANDRO BARRIOS MARASCO. -Secretario 

CONCUERDA: fielmente con sus originales obrantes en el Protocolo de Sentencias de ésta Sala II de la Cámara de Apelaciones en lo Civil y Comercial y del corriente año. 

CORRIENTES, de de 2013.- Dr. LISANDRO BARRIOS MARASCO Pro Secretario SALA II Cám. Apel. Civil y Comercial Corrientes NRO. 44 

S E N T E N C I A 

CORRIENTES, 13 de junio de 2013.- Por los fundamentos que instruye el Acuerdo que antecede, 

F A L L O : 

1) Hacer lugar parcialmente al recurso de apelación incoado por la demandada a fs. 228/229 y en su mérito, modificar el Fallo N° 56 de fs. 222/224 y vta., estableciendo en su reemplazo que el monto de la condena asciende a la suma de Pesos Cinco Mil ($ 5.000), correspondiendo al demandado afrontar el pago, con más los intereses a la tasa activa pura, no capitalizable que cobra el Banco de la Nación Argentina para operaciones de descuento de documentos desde la fecha del evento dañoso, 14.04.08, y hasta su efectivo pago. 

2) Costas por su orden en ambas instancias. 

3) Insértese, regístrese y consentida que fuere, devuélvase al Juzgado de origen.- Dra. MARIA JOSE NICOLINI DE FRANCO Dra. DELICIA MARIA BEATRIZ PUYOL Juez - Sala II Juez Sustituta - Sala II Cám. Apel. Civil y Comercial Cám. Apel. Civil y Comercial Corrientes Corrientes Dra. MARIA EUGENIA SIERRA de DESIMONI Juez de Cámara Dr. LISANDRO BARRIOS MARASCO Pro Secretario SALA II Cám. Apel. Civil y Comercial Corrientes
